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c o n  el presente trabajo, pretendemos contribuir 
al debate sobre la caracterización de la posesión eji- 
da1 presente en el agro mexicano. Para algunosestu- 
diosos el ejido es una forma comunal, para otros se 
trata de una forma de propiedad privada y otros más 
la consideran una forma novedosa, sui generis, algo 
muy mexicano. A continuaci6n expondremos nues- 
tro punto de vista, que es una síntesis de los avan- 
ces de una investigación más amplia que desarroiia- 
mos sobre la estructura y evolución de la propiedad E[ ejido delatierra. 

~ 

El ejido antes de la revolución como forma 
de propiedad ~i ejido, producto de la revolución de 1910 Y de - todas las modificaciones que los epfgonos de la mis- y Como torma ma le han hecho, no es igual al exido de la época 

colonial, pero su raigambre es tan profunda que - 
incluso sÜs antecedentes se remontan a la época de producción prehispánica, donde localizamos las formas de te- 
nencia de la tierra denominadas calpulalli y altepe- 
tlaüi. 

Los bamos 0 colonias donde se asentaron los 
mexicas fueron llamados caipuili y las tierras del 

ag r í eo I a 
mismo calpuiaiii, las que fueron repartidas entre sus 
miembros y administradas por un Consejo de An- 
cianos. Los poseedores podían heredar sus parcelas 
únicamente de padres a hijos y no tenían derecho a 
enajenarlas debido alainalienabiiidaddeiasmismas. 
El altepetlalli no estaba parcelado ni se trabajaba 
individualmente, sino que era explotado en común 
para el pastoreo, para la lefla, etcétera. Eventualmen- 
te algunas de sus porciones eran cultivadas colecti- 
vamente con la fmaiidad de obtener lo necesario 
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para pagar los impuestos y cubrir algunos gastos 
públicos.’ 

No obstante los profundos cambios introduci- 
dos por la conquista española’ durante la colonia, 
la esencia del Calpulalli se mantuvo bajo la forma 
de La tierra de  común-repartimiento y las leyes de 
la época conservaron todos los reglamentos nativos.’ 
Es  precisamente en esta época cuando empezó a 
emplearse el término exido, que procede de la pala- 
bra latina exitus: salida. Diversos autores que se re- 
fieren al mismo, afirman que con él se identificaba 
a las tierras localizadas a la salida de los pueblos, 
dedicadas al beneficio común de los indígenas, para 
que pastaran sus animales y recogieran en ellas la 
leña que necesitaban. 

Empero, si leemos las leyes de la época, nos 
damos cuenta que no existía esta diferenciación 
tan tajante. Por ejemplo, la posesión compuesta 
por los solares urbanos destinados para que los in- 
dígenas erigieran sus viviendas, es conocida como 
fundo legal. Sin embargo, en la Recopilación de In- 
dias, Ley 8a. Tit. 3, Libro 60., su nombre original 

1 Gnzález de Cossío,Francisco, Hisrorki de 10 fenencia y ex- 
plotación delcompo en México, Tomo I; SRACEHAM, México 1981. 

2 “Cuando se reflexiona sobre la anulación que hizo el con- 
quistador de todos los derechos estaMecidos sobre la propiedad de 18 

tierra, y el universal despojo verificado de un solo golpe, retrocede 
espantada la imaginpciÓn ante las terribles consecuencias que para 
las razas vencidas tuvieron aquellos actos”. Orozco Wistano Luis, 
Los ejidos de los pueblos. Ediciones El Caballito, México 1915, p. 
88. 

3 “La tierra como un todo, era considerada de propiedad ex- 
clusiva del poblado; por lo tanto no podía ser vendida ni fracciona- 
da; debía dividirse y cultivarse individualmente por los campesinos 
del poblado, cuyos derechos eran hereditarios y cesaban Únicamente 
cuando se ausentaban o dejaban de trabajar 9us parcelas. Laúnica di- 
ferencia introducida fue que la redistribucibn de las parcelas vacan- 
tes pa6 a ser iesponsabüidad del Ayuntamiento, que tomó el lugar 
del Consejo de Ancianos”. Eekstein Salmón, El ejido colectivo en 
México. FCE, México, 1918, p. 14. 
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es exido y en las Reales Cédulas que determinaron 
para el distrito de la Audiencia de México, a este 
tipo de tierras no se les da ningún nombre, única- 
mente se aclara que esa extensión de tierra es para 
que los indios “siembren y vivan”.‘ 

En efecto, el término exido procededeEspaña 
y genéricamente identifica tierras comunales. Al 
trasladarlo a la Nueva España, fue adecuado a las 
peculiaridades de la colonia, de ahí  su gran pareci- 
do con formas de tenencia prehispánicas. No obs- 
tante que las leyes de la colonia garantizaban a los 
indígenas una porción de tierra, así fuera limitada, 
los conquistadores, los sacerdotes y demás aventu- 
reros, se encargaron de arrebatárselas y someterlos 
a una especie de esclavitud. De esta manera se for- 
maron enormes  latifundio^.^ 

Este despojo a que fueron sometidos los in- 
dígenas, prácticamente no conoció tregua en el 
México Independiente. La Ley de Desamortización 
de Bienes de la Iglesia y Corporaciones de 25 de ju- 
nio de 1856, retomada por la Constituciónde 1857. 
no sólo expropia al clero, el más grande latifundis- 
ta: sino también a las comunidades indígenas, 
cuyos bienes territoriales son considerados de ma- 
nos muertas y, por lo tanto, puestos en venta. In- 
clusive se llegó a interpretar la ley de tal forma que 
a las comunidades se les negaba toda personalidad 

4 Orozco Wistano Luis, op. cir. y Legisloción y jwispmden- 
cia sobre terrenos bddlos, Ediciones El Caballito, México 1974. far- 
simil de la edici6n de 1895; De Solano Francisco. Cedulm’o de ti+ 
r m s  (1497.1820). C o m p k i b n  de Le@&wión A q &  Colonial, 
UNAM, Mhico 1984. 

5 Chevalier FranGois, Ln formación de los lotifundim en Me- 
xico, FCE, México 1916. 

6 Según Don Lucas Aiamh, estos bienes del ckro represen- 
taban no menos de la mitad del valor de los bienes raíces del país. 
Citado por González Roa Fernando, Aspecto oprario de In Rmdu- 
ciónMsrieona. SRACEHAM. México 1981. 
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lar que alentó la desamortización de esos bienes. 
En la Constitución de 1857 se determina tajantemen- 
te la desamortización de las propiedades de las cor- 
poraciones civiles y eclesiásticas.* Durante las gue- 
rras de Reforma y contra la invasión francesa, el 
eje de las afectaciones no fue la posesión comunal, 
pero restablecidas la República y la Constitución y 
terminados de repartir los bienes eclesiásticos, se 
procedió contra los primeros. Es conocido c6mo 
este proceso se profundizó durante la dictadura 
porfirista, según se puede constatar en la Ley de 
tierras de 1894 y en la Ley general de 18 dediciem- 
bre de 1909, amén de una serie de circulares al res- 
pecto? 

Con el saqueo ejecutado por las compaííías 
deslindadoras, surgieron y se desarrollaron grandes 
haciendas que concentraron centenas de miles de 
hectáreas de tierras, que a fmal de cuentas, en su 
mayoría pasaron a ser de manos muertas, con la 
novedad de que ya no eran clericales sino laicas. 
Las posesiones comunales, el exido entre ellas, fue- 
ron reducidas a su mínima expresión. Frank Tannea- 
baum, a f m a  que al finalizar el p o r f d t o ,  más del 
9 5 %  de las aldeas comunales habían perdido sus 
tierras.'O 

8 Ibid., p. 182, y Legislaci6n y junspmdenein. 
9 Ibid. 

'0 Citado por Friederich K a t z , b  servidumbreagraria enM& 
xico en lo &mea porliMm, Em. México 1980, p. 13. Fernando Gon- 
deZ R ~ ~ ,  e,, ~a que hemos citado, nos dice que " L ~ S  propieda- 
des de las 18 compañias de terrenos más importantes, suman el 

jurídica, dándolas por disueltas, aunque en la reali- 
dad seguían ex is ti end^.^ Originalmente, la Ley de 
Demmortizaci,5n de la expropbci,5n a los 
exidos Y 
servicio público; sin embargo, el 9 de octubre de 
1856, la Secretaría de Hacienda expidió una C ~ C U -  

promedio de 4,444 kilómetros cuadrados cada uno. o sea la exten- 
sión de Portugal; en tanto que unas cuantas docenas de cmpa3fas 
son dueñas del 10% del &ea total. o sea unamitad de lo que poseen 
los pequeños @cultores, y el 67 más de los fundas y ejidos. Toda 
la población libre de México. esti Pues. rePtringida P&+-kamente a 
una cuarta parte del &ea tom, y esta de segunda clase o peor; /. . .I 
actualmente vaiios miles para urchiir B una nación de quince millo- 
nes de habitantes de la mejor parte de su propio pds". p. 137. 

de los pueblos destinados a 

7 ver Orozco Wistano Luiq Los ejidos de losfiebloa . .p. 99. 
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Los pueblos y comunidades ofrecieron resis- 
tencia al robo que les hacían las haciendas protegi- 
das por el régimen dictatorial de Porfrrio Díaz. Es 
célebre la oposición de la tribu yaqui a la arremetida 
de la dictadura y los latifundistas que pretendían 
robar sus tierras. A esa ofensiva rapaz y a la digna 
defensa que los yaquis hicieron, se dio en Uamar 
“La guerra del yaqui”.” Quienes encaraban este 
robo, eran asesinados de inmediato, o bien se les 
vendía como esclavos para que fueran a trabajar y 
a morir en las plantaciones de Yucatán y del Valle 
Nacional, entre otras. El cuadro dramático de esta 
realidad es magistralmente pintado por John Ke- 
nneth Turner en su libro México 

Esta rapiña de las tierras comunales, llevó al 
sometimiento de sus antiguos propietarios a la mi- 
seria del peonismo en la hacienda o al arrendamien- 
to de las tierras que antes eran suyas y fue uno de 
los cauces fundamentales que alimentaron el río de 
fuego de la revolución de 1910. Este conflicto por 
la tierra no tenía una expresión homogénea a lo largo 
y ancho del país, porque el desarrollo económico del 
mismo también era diverso. Existían importantes 
diferencias entre el desarrollo seguido por las hacien- 
das del norte con las del centro y ambas con las del 
sur y los estados de Tabasco, Chiapas y Yucatán.I3 

11 Tropa de la dictadura fueron y vinieron sin poder doble- 
gar B esos aguerridos guerreros, a quienes ni siquiera los aztecas pu- 
dieron someter. por lo que llegaron a ciertos acuerdos con ellos. Las 
hop= asesinaban indisrimhdemente a mu@q hombres, ancianos 
y niños yaquis; cuando lopramn apresar al Jefe Cajeme no lo que- 
braron ni con las brutales torturas y teminamn asesindndolo frente 
a otros miembros deia tribu tambsn detenidos. De inmediato la co- 
munidad nombró a Tetabiate como el nuevo lfder que debíaconti- 
nuar la batalla. 

11 Kenneth Turner, México bbboro. B. Acwta Amic Editor. 
México, 1967. 

13 En esta última re@ón se erigieron grandes haciendas a par- 
tir del robo de ias tierras de ias comunidades indígenas y para su ex- 

I O8 

La disímbola situación que vivía el campesinado 
pobre al estallamiento de la revolución, determinó 
su actitud ante la misma y el tipo de exigencias 
sobre el reparto agrario. Las huestes acaudilladas 
por Emiliano Zapata, que se movían en el centro y 
suroeste del pais (zona más densamente poblada y 
con mayor tradición comunitaria), fueron las más 
consecuentes impugnadoras del latifundismo, de- 
mandaban la restitución de las tierras usurpadas, 
reparto para quienes no podían beneficiarse de esa 
medida y respeto a su organización comunitaria, y 
se mantuvieron firmes sin aceptar transacciones in- 
termedias hasta el asesinato de Zapata. 

Francisco I. Madero se negó a restituir las tierras 
usurpadas 

El llamado Apóstol de la Revolución, Francisco I. 
Madero, para convocar formalmente al levantamien- 
to armado, elaboró el Plan de San Luis-Manifiesto 
a la Nación; en el último párrafo de la cláusula 3a. 
de este plan, Madero aseguró que al triunfo de la 
revoluci6n se restituirfan “a sus antiguos poseedores 

plotación se valían del trabajo forLado, que era de esclavos. En el 
cenuo del país las haciendss también se creaion en bnse al despojo 
de las tierras de los pueblos y comunidades; pero debido a In densi- 
dad de poblaci6n. no les hacía falta mano de obra, más blen les so- 
braba. al contrario de la que sucedía en el sureste y Yucatán, a los 
despojados los utilizaban como peones acasillados y. principalmente. 
eventuales, y como arrendntPrios se despojó a las tribus de sus tienas 
y al ipual que en el NI y en la península de Yucatk. en esta región 
escaseaba la mano de obra, pues no contaba conimportantesconcen- 
traciones de población de las cuales rechitar sus peones, la que exw 
tía tenia la alternativa del trabajo en las minas o el empleo al oUo 
lado de la frontera, y también habla una capa de cierta importlncia 
de pequenos rancheros independientes, aÚn así combinaban el traba- 
jo forzado con el peonismo y el arrendamiento de parcelas pero se 
daba el fenómeno de un relativo mejor irato a los peones y arrenda- 
tanos. Friederich Katz. op. at .  
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los terrenos de que se les despojó de un modo tan 
arbitrario”.14 Esta promesa indudablemente influyó 
para que el movimiento zapatista le otorgara su 
apoyo y se levantara en armas contra la dictadura. 
Ai ser derrocado P o r f i o  Díaz e instalado en el p<r 
der Madero, los zapatistas y demás campesinos 
pobres esperaban que se les reintegraran sus tierras, 
lo cual los llevó a presionar a Madero, quien al res- 
pecto declaró que “no se pueden satisfacer en toda 
su amplitud las aspiraciones contenidas en la cláusu- 
la tercera del Plan de San Luis Potosi” y consider6 
ai reparto que por su propia mano realizaban los 
campesinos pobres, como un acto de hostilidades 
contra las haciendas que se tenía que “suspender 
absolutamente”.’’ Madero, incluso, llegó a negar 
que él hubiese prometido reintegrar las tierras a los 
campesinos despojados y mucho menos que para 
tal efecto fuera a afectar las haciendas.I6 

14 Unkmente en este p h a f o  se m e r e  al problema agrario: 
“Abusando de la ley de terrenos baldíos. numerosos poqueños pro 
pietarios. en su mayoría indígenas. han sido despojados de sus term 
nos. ya por Acuerdo de la Secretaría de Fomento o por fallos de los 
tribunalea de la RepJbüca Skndo de todajusticia restituir a sus an. 
tiguoa possedaes los terrenos de que se ks despojó de un modo tan 
arbitrario, se declaran suJetos a reviaión Mes disposiciones y faüos Y 
se CXM a los que los adquirieron de un modo tan inmoral. o SUI 
herederos, que los restituyan a ma primittvos propktarios, a quie-- 
nes p& también una indemnkación por los perjuicios sufridos, 
Sólo en el c m  de que esos terrenos hayan puado a teicerapenona 
antes de l a  promulgacibn de este plan, los annogUos propietarios reci.. 
birán una indemnkación de aquellos en cuyo benefkio %e verükó ell 
despojo” Ran de San LuLManifiesto a b NmA4n, reproducMo en: 
Gonzáles de Cossfo Francisco. Historia de ia tenencia y explotación! 
&leampo en México, Tomo 11, SRA-CEHAM. México. 1981. 

15 Womack John. Zapotay h molucl6nmuicana, Siglo XXI. 
México. 1 % 9. p. 88. 

16 En carta dirigida al director de El Impwcial, con l a  fiali- 
dad de salirle al paso a insistencias de “que en IM promesrs de la Re- 
voluci6n fguraba el reparto de tlensr al proktadado y se ofreció 1;; 
dlvlsi6n de los latifundios de unos pocos prMlqliados con perjuicio 
de las clases meneaterosas (. . J qnkm  de^ unavu por todas rectifi. 

De tal forma, Francisco I. Madero poco o na- 
da se preocupó por resolver a los campesinos pobres 
el problema de la tenencia de la tierra y más bien, 
en su corto periodo de gobierno, se ocupó en dar 
seguridad a los hacendados, reducida élite de.la cual 
era un miembro conspicuo.” 

El ejido para el campesino revolucionario 

Ante la actitud negativa de Madero, los zapatistas 
proclamaron el Plan de A y d a  y entraron en franco 
enfrentamiento armado contra el gobierno maderis- 
ta, lo que explica la respuesta de Madero al director 
del Diario del Hogar, cuando éste le consultó si PO 
día publicar el PZan de Ayuia: “Si, publiquelo para 
que todos conozcan a ese loco de Zapata”.18 El en- 
frentamiento duró hasta que Madero fue derrocado 
y asesinado por Victoriano Huerta, quien encabezó 
un golpe de estado que contó con la asesoría y a p e  
yo de la embajada estadounidense. 

En el Plan de Ayolo, el zapatismo sintetiza las 
aspiraciones del campesinado pobre al exigir la res- 
titución de las tierras usurpadas y reivindicar el 
derecho a mantener su organizaci6n comunitaria. 
En dicho plan, los artículos del 60. al 90. se ocupan 
del problema agrario. El artículo 60. plantea que 

car esa especie 1. . ./ Siempre he abogado por crear l a  pequeña pro- 
piedad, pero eso no quien decir que se vaya a despojar de sus propk- 
dades a ningún terrateniente 1. . ./ una cosa es crear l a  pequena 
propiedad por medio d d  caiueno constante y otra es repartir las 
mandes propiedades. lo  cual nunca be pensado ni ofrecido en Nngu- 
no de mis discursos y proclm~”. En Mendieta y NÚñez Lucio, El 
problema Ogmno en México, Edit& Porrúa, S.A., México 1983. p. 
181. 

17 Cumberland, Charles C., Madero y lo revolución mexicano, 
S i a  XXI. M&ico 1977. 

18 En Womack 3ohn.o~. cir.. p. 390. 
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se restituirán los terrenos, montes y aguas que se 
hubieran usurpado a los pueblos y ciudadanos. El 
Artfculo 70. asegura a los campesinos sin tierras y 
sin derechos de restitución, que se les dotará de 
una extensión tomada de la expropiación, “previa 
indemnizaci6n, de la tercera parte” de las posesio- 
nes de “los poderosos propietarios”, “a fin de que 
los pueblos y ciudadanos de México, obtengan eji- 
dos, colonias, fundos legales /. ./” El artículo 80. 
acuerda que para pensiones e indemnizaciones de 
guerra se usarán las propiedades de los enemigos de 
la revolución. Finalmente, el 90. asienta que “Para 
ejecutar los procedimientos respecto a los bienes 
antes mencionados, se aplicarán leyes de desamor- 
tización y nacionalización / 

El zapatismo sistematiza su concepción de re- 
forma agraria y r e a f m a  sus tradiciones comunita- 
rias en la Ley AgraM de 28 de octubre de 1915 
-firmada cuatro años después de signado el PZan de 
Ayala- de la que John Womack opina que es “tan 
original como su Plan de Ayala’:’’ El articulo lo. 
de esta ley r e a f m a  el contenido esencial del artf- 
culo 60. del P&n de Aya& en cuanto a restituir “a 
las comunidades e individuos” los bienes usurpados, 
pero la ley agrega que para ejecutar de inmediato 
esta decisión, bastará “que aquellos posean los tí- 
tulos legales de fecha anterior al año de 1856, o sea 
del año de la Ley de Desamortización. El artículo 
100. promete que todo el que solicite un predio 
podrá ser satisfecho con las tierras confiscadas a los 
enemigos de la revolución y lo expropiado a las pro- 
piedades que excedan el maximo permitido, dando 
preferencia a los campesinos. Asimismo el artículo 

19 Eae plan est4 reproducido en Womack John, op. cit. 
M Esta ley tambsn est& producida en la obra de la nota ante- 

rior. 
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1 lo. asegura que “a los actuales aparceros o arren- 
datarios de pequeños predios se les adjudicarán 
éstos en propiedad”. 

En esta ley el zapatismo explicita la inaliena- 
bilidad de la tierra repartida y la nulidad de “todos 
los contratos que tiendan a contrariar esta disposi- 
ción” (Art. i40.), dejando claro que “Sólo por he- 
rencia legitima pueden transmitirse los derechos de 
propiedad de los- terrenos” (Art. I So.), Los benefi- 
ciados por este reparto agrario, se obligaban por ley 
a “cultivarlo debidamente” y quien “durante dos 
años consecutivos abandonare ese cultivo sin causa 
justificada, será privado de su lote, el cual se aplica- 
rá a quien lo solicite” (Art. 26.) Al igual que en los 
arífculos 60. y 70. del PZun de Ayala. en el artfculo 
30. de esta ley se reivindica el derecho a mantener 
los ejidos y demás formas de posesión comunal, asf 
como su organización comunitaria.” Por lo mismo, 
su propuesta de reintegrar las tierras usurpadas “a 
las comunidades e individuos” tuvo un fuerte im- 
pacto y en esa misma proporción ganó adeptos en 
el centro y sur del pais e inclusive influyó aloscam- 
pesinos revolucionarios del norte. Antonio Diaz 
Soto y Gama -uno de los asesores de Zapata en 
materia agraria y e1 más elocuente defensor delPlan 
de Ayda en la Convención de Aguascalientes en 
1914- opinaba que con la defensa que el zapatis 
mo hizo de las viejas tradiciones sobre la tenencia 
de la tierra “respetó y ratificó la vieja y sabia tra- 
dición del CALPULLI”.’’ 

21 “Artículo 30. La nación reconoce el derecho tradicional e 
hist6rica que tienen los pueblas, ramheifas y comunidades de l a  Re- 
pública a poseer y adminiatinr sus tenenos de común repartimiento. 
y sus ejidos, en la forma que Juzguen conveniente”. 

22 Díaz Sato y Gama Antanio.La cuestión wcrhenM&ico. 
Ediciones El Cabalüto, M6xico 1976, pp. 13.14. MayÚsculas del 
autor 
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Ubicando al agrarismo zapatista en su real di- 
mensión, es pertinente destacar que a pesar del 
importante peso que en el mismo tenía la concep 
ción comunitaria, nunca pretendió abolir la propie- 
dad privada, muy ai contrario le dio el derecho a 
existir tanto en el Plan de A y d a  como en la Ley 
Agmria antes mencionada, en ésta incluso llega a 
determinar las diversas extensiones que la misma 
debla guardar (Art. 50.). Pero sin lugar a dudas, 
para el zapatismo “la principal preocupación era la 
restitución y dotación de tierras comunales a los 
pueblos”.” Como veremos más adelante, a final 
de cuentas poco o nada prevaleció de esta concep- 

Ibid., p. 22. 

ción en el ejido que se impulsó con la reforma agra- 
ria realizada por la facción que salió triunfante de 
aquella contienda revolucionaria. 

El villismo, la otra gran comente revoluciona- 
ria campesina que tuvo una participación de primera 
magnitud en la revolución de 1910, explicit6 de ma- 
nera sistemática su concepción y alternativa al 
problema agrario en la Ley Agraria del General 
Fruncisco V ü ú ~ ? ~  En ella no reivindica la restitución 
de las tierras usurpadas a los pueblos y comunidades, 
por lo que jamás se refiere al ejido15 únicamente 
prevé dejar para el uso común los bosques, ago$- 
taderos y abrevaderos de los terrenos que se parce- 
len (Art. 120.). Cuando se refiere a los pueblos in- 
dlgenas (Art. 40.) determina que se expropiarán los 
terrenos que los circundan “en la extensión necesaria 
para repartirlos en pequeños lotes entre loshabitan- 
tes”, pero únicamente para quienes“estén en aptitud 
de adquirir aquellos” porque dicha ley dispone que 
todos los lotes entregados a los campesinos ‘‘serán 
enajenados a los precios de costo además de gastos 
de apeo, deslinde y fraccionamiento, más un au- 
mento de diez por ciento que se reservará a la Fe- 
deración para formar un fondo destinado a la crea- 
ción del crédito agrícola del pais” (Art. 120.). De 
la tierra repartida sólo se considera inalienable la 
parte denominada patrimonio familiar cuya exten- 
sión es de 25 hectáreas o menos y su transmisión 
se hará únicamente por herencia (Art. 170.). 

24 “Ley Agraria del General Francisco ViUa”, reproducida en 
lfigenia U. de Navarrete (compüadorai. Bienestar cnmpesino y dew- 
-/io económico. FCE, México 1971. 

25 Esto se debe hindamentalmcnte a que en el norte. La zona 
en que nació y se deslrmlló. tenia su inmiencia fundamental y de 
ahf nutria JUS füaa no existia la gran tradición comunitaria como en 
la mayox parte del centro Y sur del pais, pox lo que tampoco tenia la 
herencia de lucha en defensa de las posesiones hurtadas pox laa h a  
cien d as. 
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Esta ley refleja fielmente los intereses de las 
huestes que integraban el ejército villista, que en lo 
fundamental eran rancheros, pequenos productores 
y, en menor medida, peones cuya vida no era la mi- 
seria sufrida por sus homólogos del centro y sur del 
pais; incluso los mineros y ferrocarrileros que tam- 
bién engrosaron sus fias, tenían una referencia 
inmediata como campesinos. Obviamente, este am- 
plio abanico de campesinos no veía la solución a su 
problema sobre la tierra en las reivindicaciones za- 
patistas, ellos esperaban recibir una propiedad que 
les permitiera producir no sólo para su autoconsumo 
sino también para concurrir al mercado. En io que 
sí coincidían con los zapatistas era en que para re- 
solver el problema agrario se debía partir de la liqui- 
dación del latifundismo.z6 

N o  obstante que la Ley Agraria del General 
Francisco Villa no contempla las demandas zapatis- 
tas, no significa que Villa y su comente, tuvieran 
oposición a las mismas. como sí fue el caso de Ve- 
nustiano Carranza, que analizaremos más adelante. 
Muy ai contrario, el villismo, siempre que fue nece- 
sario, apoyó e hizo suyo el Plan de Ayala. como se 
demostró en la convención de Aguascalientes, en la 
que logró imponer, sobre la mayoría carrancista 

16 Antonio Díaz Soto y Gama en la obra que hemos citado 
dice: “Para los nortenos /. . ./ l a  solución radicaba en e l  fracciana- 
miento de los enormes latifundios y 0n la creación de pan número 
de pequeñas propiedades. con extensión Puficiente para soportar el 
costo de una buena explotación agrkola, renllraüa con recurxos SUB 
cientes para garanüzar abundante producción y perspectivas de pro- 
greso. Se aspiraba. poi lo tanto, no a la pucela psvpénima del ejido. 
sino a la poaesión de una unidad agrícola que mereciera el nombre 
de rancho -aspiración ruprema de todo hombre de campo- /. . .I 
sin las nskicdmes taxativas que Imponen la cstnicturación de l a  
tradicional comuna Indígena 1.. .I con el demho inclurive depoder 
venderlo o de enalenarlo o de imponede Los pavámcnes que la ad- 
quisicibn do fondos o la contratación de préstamos e x ~ s c “ .  pp. 
29-30. 

que se oponía, que se invitara a los zapatistas a 
enviar delegados a la misma, y cuando éstos se hicie- 
ron presentes les dio todo su aval, con lo que de- 
terminó que dicha convención, incluidos los carran- 
cistas encabezados por Alvaro Obregón -quien con 
su olfato político supo percibir lo impolítico que 
hubiese sido hacer valer su mayoría formal ya que 
la fuerza militar estaba principalmente del lado de la 
División del Norte, como se dio en llamar al ejkrcito 
villista- hicieran suyo lo fundamental de dicho 
pian?’ 

Venustiano Camama, acérrimo enemigo del ejido 

Venustiano Carranza fue senador porfirista y era go- 
bernador del estado de Coahuiia al momento del 
golpe de estado huertista. Como jefe delasprimeras 
fuerzas que se dispusieron derrocar al usurpador, 
formuló el Pkan de Guadalupe. En este documento, 
para nada se refiere al problema agrario ni a ningu- 
na otra reivindicación social.” Desde que asumió 
el poder, ya derrocado Huerta, hasta la Convencibn 
de Aguascalientes de manera sistemática manifestó 
su renuencia a dar respuesta satisfactoria a las de- 
mandas de los campesinos pobres. Los zapatistas 
que se mantuvieron f m e s  en sus demandas sufrie- 
ron las arremetidas de Carranza, quien por todos 
los medios pretendía aplastarlos, recumendo a 
medidas militares de exterminio genocida. No obs- 
tante, estos intentos fueron en vano porque el za- 
patismo, profundamente arraigado entre los pue- 

17 Ver Guy Adolfo. La revolución infemmpido. Ediciones 
El Caballito. MCxico. 1975. p. 132. 

28 ”Manifiesto a la Nación y Pian de Guadalupe”, reproducido 
en Rimer reporto de tierras del constituciowiimo, Lucio Blanca. 
CEHAM. M&im 1982. 
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blos que influfa se mostró incólume a pesar de las 
bajas. 

AI ser derrotado polfticamente en la Conven- 
ción de Agua~caiientes?~ Carranza huye hacia 
Veracruz, a donde se le une más tarde Alvaro Obre- 
gón. Posteriormente, desde ahf lanzarán una nueva 
ofensiva polftica y militar contra el zapatismo y el 
villismo. Asf, mientras las tropas de los dos ejércitos 
de campesinos revolucionarios entran triunfantes 
a la ciudad de México, previa entrevista histórica 
de sus caudillos en Xochimilco, Venustiano Carran- 
za saca las conclusiones políticas de su derrota, en- 
tiende que el arraigo de sus adversarios radica en 
la comprensión del problema agrario, representa- 
do en el Ran de Ay&, y se apresta a corregir su 
error. 

El 6 de enero de 1915, Carranza expide un d e  
creta en la ciudad de Veracruz, con el que pretende 
arrebatar las banderas agraristas a los ejércitos cam.. 
pesinos, principalmente al zapatista que cuenta coni 
su Pian de Ayah De éste retoma aspectos funda- 
mentales con la finalidad de influir al campesinadci 
y que sirva como frente politico a la embestida mi.. 
l i t a  que lanza el Ejército Constitucionaiista al man- 
do del general Alvaro Obregón. Este decreto, mejor 

19 La reaUaciÓn de una convención de las fuerzas nvolucio 
narlis fue aceptada por Cananla debido a las presiones de sua gene. 
rples y por las mimas tuvo que admitir que ésta se trasladara a sesio. 
n u  a l a  ciudad de A~ascaüentes. pero siempre ae opuso a que ae In. 
vitara a los rapatistns. Cuando zapatistas y vüfiatas coincidieron polí. 
ticmente en ésta convención, Cairanra se maniuvo intransigente y 11 
psau de lu maniobras de Alvaro Obregón para &tar una N P ~ ~ I I I  
oon la misma. 6sta decide dnconocer a Carranza y nombra un pres&. 
donte interino, el cud,  debido a la Invariable terquedad del presldsn. 
ie desconocido. se ve prechdo a declararlo rebelde y nombra II 
F r a n d ~ o  Viüa. Jefe de Opornciones de loa eJércitoa de la conven. 
ci6n. siendo que días antes. en una soluci6n mediadora, l a  ssambleii 
había scmdido los ceses de Carranza como presidente y de Francis- 
co Viüa como Jefe de ia División dol Norte. 

conocido como la Ley del 6 de enero de 1915,30 
es considerado oficialmente como el punto de par- 
tida de la Reforma Agraria, pero no de la reforma 
que demandaban los zapatistas. Muy al contrario, 
en esta ley se empieza a desdibujar el contenido 
social del agrarismo zapatista, que con los aííos, há- 
bilmente se encargará de sepultar la facción que 
salió triunfante de aquella lucha revolucionaria. 

En sus considerandos, la mencionada ley em- 
pieza por reconocer el hecho obvio que anterior- 
mente Carranza no admitfa de “que una de las 
causas más generales del malestar y descontento de 
las poblaciones agrícolas de este país, ha sido el 
despojo de los terrenos de propiedad comunal o 
repartimiento”. Y llega a la misma conclusión del 
zapatismo: reintegrar “a los pueblos los terrenos de 
que han sido despojados”, pero sin el contenido so- 
cial comunitario que éste le daba. En el artfculo lo. 
se declaran nulas todas las transacciones y arbitra- 
riedades que condujeron a “las enajenaciones de 
tierra, aguas y montes pertenecientes a los pueblos, 
rancherfas, congregaciones o comunidades”. Para 
los pueblos que careciendo de tierras no puedan 
beneficiarse de la restitución, el articulo 20. asegu- 
ra que “podrán obtener que se les dote del terreno 
suficiente para reconstituirlos conforme a las nece- 
sidades de su población, expropiándose por cuenta 
del Gobierno nacional el terreno indispensable para 
este efecto”. Los artfculos del 60. al 90. especifican 
a qué autoridades deben presentarse las solicitudes 
tanto de restitución como de dotación y los pasos 
que éstas seguirán hasta su satisfacción: “se presen- 
tarán en los Estados directamente ante los gobema- 

30 Decreto dd 6 de mero de 1915. reproducido en La prime- 
ra ley agrada del Connituclonúismo dcl6 deenerodo 1915 CEHAM, 
MCxlco. 1981. 
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mentado durante el porfinato también prevé la ina- 
lienabilidad de la tierra repartida?’ La fuerza de las 
circunstancias demostró a Carranza “la necesidad 
de devolver a los pueblos los terrenos de que han 
sido despojados /. . ./ como la única forma de asegu- 
rar la paz” como paso previo para reestructurar el 
Estado y garantizar el dominio de la burguesía. La 
derrota que le propinaron los ejércitos campesinos 
lo llevó a comprender la necesidad de realizar una 
maniobra táctica pretendiendo desarmar políti- 
camente a sus adversarios. En el futuro ya verfa 
como maniobrar nuevamente para escamotear 
al campesinado lo que se había visto obligado a 
cederle. 

El artículo 1 lo. del citado decreto establece 
que una futura ley reglamentaria “determinará la 
condición en que han de quedar los terrenos que se 
devuelvan o adjudiquen /. . ./ y la manera y ocasión 
de dividirlos entre los vecinos, quienes entretanto 
io disfrutarán en común”. 

Derrotado el ejército vülista y arrinconados 
los zapatistas en su zona de influencia, Venustiano 
Carranza vuelve a instalarse en Palacio Nacional y 
de inmediato considera que lleg6 el momento de 
iniciar el recorte de lo que habfa cedido en la Ley 

dores, y en los territorios y Distrito Federal, ante 
las autoridades políticas superiores”, pero por pro- 
blemas de la guerra o por falta de comunicaciones, 
“podrán también presentarse ante los jefes milita- 
res que estén autorizados especialmente para el 
efecto por el encargado del Poder Ejecutivo” (Art. 
60.). Estas autoridades, contando con las solicitu- 
des, oirán “el parecer de la comisión local agraria 
sobre la justicia de las reivindicaciones y sobre la 
conveniencia, necesidad y extensión en las conce- 
siones de tierras para dotar de ejidos, y resolverá 
si procede o no la restitución o concesión que se 
solicita” (Art. 70.). A renglón seguido, en este 
mismo articulo se estipula que en caso de ser afir- 
mativa la resoluci6n, “pasaid el expediente al comi- 
té particular ejecutivo que corresponda, a fin de 
que, /. . ./ proceda a hacer entrega provisional de 
ellos (los terrenos) a los interesados”. En el artícu- 
lo 80. se retoma esta parte y agrega que el expediente 
“se remitirá a la comisi6n local agraria, la que lo 
elevará con un informe a la Comisión Nacional 
Agraria”. Esta comisión dictamina sobre dichas 
resoluciones “y en vista del dictamen que rinda el 
encargado del Poder Ejecutivo de la Nación, san- 
cionará las reivindicaciones o dotaciones efectua- 
das, expidiendo los títulos respectivos” (Art. 90.). 

En este ,decreto es claro el giro de 1800 dado 
por Carranza. No sólo retorna aspectos centrales 
del programa zapatista, que antes incansablemente 
negó y combatió, sino que se compromete a acele- 
rar la entrega de tierras, de ahf el carácter expedito 
que le da ai proceso, con lo cual pretendía mostrar 
a los campesinos que efectivamente ahora sí había 
disposición de resolverle sus problemas. Pero a 12 
par que cede ante la fuerza campesina, hábilmente 
limita el contenido comunitario que e l f i n  deAyala 
daba al reparto agrario; aunque debido a lo expen- 
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31 En los condderandos de la ley, se destaca que “es de adver- 
tir que la propiedad de las tienas no perteneced al común del pue- 
Mo. sino que ha de quedar dividida en pleno dominio, aunque con 
IY lbnitecionss oeceaprias pars evitar que úvidos especuladons parti- 
cularmente extrmJems. puedan fedlmmte acaparar esa propiedad. 
como sucedié cad iovadablemmte con el repartimiento lsllrlmente 
hecho de loa y fundos legales de los pueblos. a raíz de la reyo- 
lucibn de Ayuüa”. Y más dcbntc seanís “que no se trata de revivir 
Iris antiguas comunidades, ni de m a r  o t r a  semejantes”. No cabe 
duda que Las anteriores fmes son premonltorias. pues con bastante 
antidpndón ponen en dato. a donde Uegaría el ejido. Desde luego, 
Canuua aioraba que e& ibal se viera más o mmw rápido. pero la 
realidad de lar presiones campssinas üev6 a sus herederos políticos a 
reconer caminos no tan directos, pero que al final condujeron al 
mismo obietivo. 
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del 6 de enero de 1915. Con ese fin, el 19 de sep 
tiembre de 1916, emitió un decreto, que, porcierto, 
no goza de propaganda y publicidad que siempre se 
hace a la primera. 

Este decreto3* se compone de un articulo úni- 
co que reforma los artículos 70., 80. y 90. de la 
Ley del 6 de enero de 1915. Su objetivo central es 
evitar que se haga entrega de las tierras hasta que se 
cumplan todos los trámites y el encargado del Poder 
Ejecutivo de el veredicto final. Se termina con la 
entrega provisional que preveía la Ley de 1915, y 
en los artículos mencionados se suprime todo lo re- 
ferente a este aspecto.33 Así, el expediente tiene 
que recorrer un sinfín de instancias hasta llegar al 
Encargado del Poder Ejecutivo para su dictamen y 
despuks regresar a su punto de origen. En estos ar. 
tículos reformados se encuentran los antecedentes 
del intrincado laberinto que los campesinos tieneni 
que recorrer en la búsqueda de la restitucibn o do.. 
tación de tierras, tarea que les lleva varios años, y 
algunos de ellos mueren sin verla concluida.” 

fi Decrero del 19 deseptiembre de 1916 reproducido en An. 
tonio Día Soto y Gama. op. cit. 

33 “La resolución de los gobernadores o jefes militares, ya sea 
favorable o adversa a l a  solicitud presentada ten&& el c d c t n  de 
provisional, y deber4 ser revisada por el Encargado del Poder Ejecu- 
tivo de l a  Nación; a cuyo efecto. el expediente pasar4 ala CmisiÓn 
Nacional Agraria y ésta a m vez, lo remitirá i nkpa  1. . .I a In Comi- 
sión Nacional” ésta “dktaminari sobre la aprobación” y “el Encaiga- 
do del Poder Ejsutivo de l a  Naclbn. dktar4 la resolución que pro- 
ceda, de la que enviará copia debidamente autorizada alacomiubii 
Local respectiva para su notificación a los interesados y ru debido 
cumplimiento. Si la resolución es favorable, la Comisión Local pasa- 
ra’ dicha copia /. . ./ a i  Comité Particular Ejecuüvo. a fm & que, 
deslindado. identincando y midiendo los terrenos. proceda a hacer 
entrega de elios a los interesados”. (Artículos 80. y 90.). 

JaAntonio Diu Soto y Gama opina que con esta reforma 
Tsrranza pudo frenar a su antojo Ir reppnicMn de tierras. al ~ r V e m o  
de que sólo llegó a otorgar unas cuantas posesionesdefmitlvd’. Ln 
rwolueibn anarb del sur y EmUirmo Zapm JU cmdiiio. Ediciones 
El Cabillito, M&ka 1976. p. 182. 

Los hechos demuestran la profunda oposición 
de Venustiano Carranza a la reconstitución de los 
ejidos, y su f m e  convicción de que éstos debían 
desaparecer. Así, de 1916 a 1920, únicamente re- 
partió 381,926 hectáreas entre 334 ejidos, con lo 
que se benefició a 77,203 campesinos, a quienes en 
promedio les correspondieron 4.9 hectáreas (ver 
cuadro I). A estos ejidos, la voz popular los llamó 
“ejidos de atole con el dedo”?’ 

Finalmente, debido a las presiones del descon- 
tento campesino y de los zapatistas que participaban 
en la XXM Legislatura, Alvaro Obregón se vio obü- 
gad0 a derogar el decreto carrancista del 19 de sep 
tiembre de 19 16, a través del Decreto de 22 de no- 
viembre de 1921. Sin embargo, hasta la fecha, la 
experiencia muestra que formalmente se acabó con 
los obstáculos que impedían que los campesinos 
entraran de inmediato en posesión de las tierras, 
pero en la práctica siguieron existiendo y más tarde 
se volvieron a introducir legalmente. 

El ejido en el Articulo 27 Constitucional 
y sus refomas 

Teniendo asegurado el triunfo sobre el campesinado 
revolucionario, Carranza convocó a un congreso 
constituyente que inició sus actividades el 21 de 
noviembre de 1916. No está por demás recordar 
que el zapatismo y el viiiismo, presentes en la Con- 
vención de Aguascalientes, no participaron en este 
congreso3‘ que s610 dio cabida al ala triunfante; la 
convocatoria especificaba que para participar en el 

35 Día Soto Y Gama Antonio, Lo ~ e s t i 6 n  w&. . _, p. 230. 
56 En el lapso entre ambos eventos se mccdieron la denota 

del démito viiiiata Y el a c m k n t o  sin Uewa contra los zapatinis, 
quienes cada dfa que p m b a  se encontraban m i s  dcbilitndor 
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pesinado revolucionario. Así fuera parcial o distor- 
cionadamente, sus puntos de vista sobre la reforma 
agraria se hicieron escuchar. Desde luego, Camama 
no quería saber nada de ellas, por lo mismo, su 
proyecto de Articulo 27 pretendía ser una pesada 
lápida que las dejara sepultadas. Pero la llamada ala 
jacobina del en lo general se percataba 
de la necesidad de impulsar cambios serios que ten- 
dieran a modificar la realidad socioeconómica de 
miseria que habían observado por toda la república. 
Este sector comprendía que la mejor forma de con- 
solidar el triunfo sobre el campesinado revoluciona- 
rio era tomando en cuenta sus demandas, asf fuera 
parcialmente. Sabía que para derrotar plenamente 
al zapatismo hacía falta desarmarlo políticamente. 
De tal forma, el proyecto de Venustiano Carranza 
fue rechazado y se elaboró uno 

En el Artículo 27 de la Constitución, promul- 
gada el 5 de febrero de 1917, se declaran nulos to- 
dos los mecanismos utilizados para privar “total o 
parcialmente de sus tierras, bosques y aguas, a los 
condueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, 
tribus y demás corporaciones de población /. . ./ y 
/. . ./ serán restituidas a éstas con arregio al decreto 
del 6 de enero de 1915, que continuará en vigor 
como ley constitucional”. Para los casos que no 
opere la restitución, la adjudicación de tierras soli- 
citadas se realizará via la dotación “sin que en nin- 
gún caso deje de asignársele” y “serán inalienables 
los derechos sobre los mismos terrenos mientras 
permanezcan indivisos, así como la propiedad, 
cuando se haya hecho el fraccionamiento”. Para 
dotaciones, se tomarán las tierras “ de las propieda- 

mismo había que aprobar el Plan de Guadnlupe, o 
sea, había que hacer fe de ~arrancismo.~’ 

L a  ausencia de delegados viiiistas y zapatistas 
no fue impedimento para que en la realidad de los 
debates hicieran acto de presencia las ideas del cam- 

3 7 La convocatoria al Constituyente est6 reproducida en El 

38 Esta ala en cierta medida estuvo acaudillada por ei gene- 
ral Francis0 I. MJica y se componía de militares creados al calor 
de l a  lucha rcvoiucionuis que Uemon al congreso dendo a pótvora. 

ogrdmo en tn ConsfUucibn de 1917. CEHAM. México 1982. 
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des inmediatas respetando siempre la pequefla pro- 
piedad”.“ 

El Articulo 27 Constitucional incorporó el 
contenido de la Ley del 6 de enero de 1915, con lo 
que formalmente se asegura la reconstitución de los 
ejidos, pero ni implícita ni explícitamente se acepta 
que éstos tendrán el derecho de mantener su orga- 
nización comunitaria. De tal manera, en este artí- 
culo se adopta la forma del ejido -pero privándolo 
de toda su esencia socia- debido a que se encon- 
traba muy arraigado entre el campesinado, a quien 
era indispensable hablarle en sus propios términos. 
A pesar de dichas limitaciones, este articulo fue el 
sello que lacró el compromiso de la facción triun- 
fante en la revolución con el campesinado revolu- 
cionario, quien ciertamente se encontraba derrotado 
pero no aplastado, por lo que amenazabaconvolver 
a levantarse en armas si no se daba solución al con- 
flicto que lo llevó a la revolución. El desarrollo ulte- 
rior de esta legislación dependería de la propia 
evolución de la lucha de clases. Después dela oleada 
revolucionaria se pasó a la recomposición del estado 
y del poder de la clase dominante. Al paso del tiem- 
po, ésta se encargó de recortar lo que se habfa visto 
obligada a ceder. Emitió leyes y decretos y reformó 
la constitución con esta finalidad. Solamente a través 
de nuevos ascensos de sus luchas, el campesino ha 
logrado que se cumplan, asf sea parcialmente, algu- 
nos aspectos de aquel compromiso. 

De las reformas a este articulo constitucional, 
las más importantes en cuanto al ejido, son las efec- 
tuadas en 1931 y en 1946. La primera estuvo din- 
gida a afectar el articulo 100. de la Ley del 6 de 
enero de 1915 en el que se especifica que los afee  

0 Este artfculo esti reproducido en El nsrmJmo de Irr Cons- 
ntucion de 191 7,. , 

tados por las restituciones y dotaciones podrfan 
“ocurrir ante los tribunales a deducir sus derechos 
dentro del término de un año, a contar desde la 
fecha de las resoluciones”. Pero el mismo artículo 
aclara que en caso que la resolución judicial les b e  
neficiara, “la sentencia sólo dará derecho a obtener 
del Gobierno de la Nación la indemnización corres- 
pondiente”. Sin embargo, los hacendados, con el 
apoyo de las autoridades lograron que en base a es- 
te artículo se les proporcionara el recurso de amparo 
contra las resoluciones del Poder Ejecutivo de la 
Nación, lo cual llevó a limitar aún más el débil re- 
parto de tierras, provocando una fuerte efervescen- 
cia en el agro mexicano. La reforma constitucional 
determinó que los propietarios afectados no tenfan 
derecho a apelar a ningún recurso de carácter judi- 
cial en contra de las resoluciones, acabando asf con 
el amparo agrario. 

Ante la falta de una dirección polftica inde- 
pendiente la agitación en el agro fue canalizada 
hacia los mecanismos de control estatal por el go- 
bierno de Lázaro Cárdenas, lo cual asegun5 que en 
1946, durante el gobierno de Miguel Alemán, los 
terratenientes lograran que se reformara lo refor- 
mado para resguardar sus grandes extensiones de 
las demandas campesinas. En este sentir, se agregó 
a la fracción XW del Artículo 27 Constitucional la 
garantfa de que los propietarios “podrán promover 
el juicio de amparo contra la privación o afectación 
agraria ilegales de sus tierras o aguas”;41 para lo 
cual, primero tienen que obtener certificados de 
inafectabilidad. Asimismo se amplió la extensibn 
de la llamada pequefla propiedad -que no es más 

Q Las reformas alemanlstas al Articulo 27 Constimcional eb 
ián reproducidas en: Süva Hcnog Jcabs, El ogmrlmo mexicano y in 
reforma nmrb, FCE. México. 1974. 
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que el subterfugio jurídico para enmascarar a la 
gran propiedad-. Con estas reformas y la expedi- 
ción de certificados de inafectabilidad ganadera, 
empezados a otorgar durante el sexenio cardenista?* 
la propiedad privada, en particular la gran propie- 
dad, se impuso sobre el minifundismo y el ejido, 
revirtiendo así las reformas contenidas en la Cons- 
titución de 19 17, especialmente las referidas al ejido, 
cuyos posesionarios son empujados a rentar sus 
parcelas. 

Leyes y reformas para obstaculizar el ejido y el 
reparto agrario 

Al instrumentme el reparto agrario, se negó a los 
peones acasiliados el derecho a gozar de él, jurídi- 
camente así se estableció en el Reglamento Agrario 
de I 7  de abril de 1922. En el artículo 140. de la 
Lev de Dotaciones y Restituciones de Tierras y 
Aguas de 21 de marzo de 1929, se niega tajantemen- 
te a estos peones ser considerados como núcleos de 
población y, por lo tanto, a beneficiarse de tierras 
y agua. El fuerte ascenso de la lucha campesina 
obligó a los gobernadores a suprimir esta aberración 
de la legislación agraria y explicitar que los nú- 
cleos de población formados por los peones acasi- 
llados también pueden solicitar tierras, lo cual se 
integró ai Código Agrario del 22 de marzo de 1934 
 que por cierto fue el primer código agrario del 
país- en el que además se reconoció a estos cam- 
pesinos el derecho a ser considerados en los censos 
agrarios de los pueblos circunvecinos o de formar 
nuevos centros de población agrícola.43 

41 Con el Decreto de lo. de m m o  de 1937, Lálaro Cárdenas 

43 Mendieta y Núñez Lucio. op. cit.. y Tirado de Rub Rosa 
inició la cnuega de loa cerüoCsdos de imfect.Midad ganadera. 
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Con la finalidad de reglamentar la Ley del 6 
de enero de 19 15 y el Art. 27 Constitucional, el 28 de 
diciembre de 1920 se emitió la Ley de Ejidos, que 
en lo esencial se limita a codificar las circulares 
expedidas hasta la fecha por la Comisión Nacional 
Agraria. Esta ley r e a f m a  que las dotaciones serán 
definitivas y su ejecución tendrá que esperar hasta 
que se realicen todos los trámites, tal como lo es- 
tableció el decreto del 19 de septiembre de 1916. 
Los núcleos de poblaciones que obtenían las dota- 
ciones de tierras, poco tiempo después enfrentd- 
ban el problema de su crecimiento y la necesidad 
de más tierras, por lo que demandaron la amplia- 
ción de los ejidos. A estos requerimientos, las au- 
toridades respondieron legislando en el sentido de 
que la ampliación de los ejidos sólo era proceden- 
te diez años después de haber sido otorgada la 
dotación, según se estipuló en la Ley de Dotacio- 
nes y Restituciones de Tierras y Aguas de 21 de 
marzo de 1922.44 Esta limitante fue derogada por 
el Código Agrario del 22 de marzo de 1934, aun- 
que en la práctica los campesinos saben lo compli- 
cado y difícil que es obtener la ampliación ejidal. 

Con la Ley de Patrimonio Parcelario Ejidal 
de 1925, posteriormente reformada e incorporada 
al Código Agrario, se legitimó y dio un fuerte im- 
pulso a la división de los ejidos en parcelas, que los 
ejidatarios prácticamente asumieron como de su 
propiedad. Jurídicamente, el ejidatano pasó a ser 
el posesionario de la parcela; puede usufructuarla 
pero no enajenarla, únicamente por herencja la 
transmite a sus familiares y la propiedad se conser- 
va para el núcleo ejidal. Con esta fragmentación de 
los ejidos, desde el inicio del reparto agrario, den- 

María, “De~arrollo histórico de la poiftica agraria sobre la tenencia 
de la tRna 19101971” en If$enia M. de Navarrete, op. eir. 

__ 

44 Ibid. 
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tro del conjunto de ejidos han predominado los 
parcelados; los colectivos creados durante el car- 
denismo, aparte de ser pocos, sufrieron los embates 
disgregadores de los gobiernos poscardenistas. e 
Fue hasta el gobierno de Luis Echevenfa que se 
pretendió dar un nuevo impulso a la forma colec- 
tiva, para lo cual se reformó el Art. 27 Constitucio- 
nal, pero sin lograrse mayores resultados, a pesar de 
las expectativas que se crearon. 

No obstante que la ofensiva de la burguesfa 
agraria en contra del ejido se apoya en el grueso de 
la legislación agraria, esta forma de posesión se 
mantiene porque no se ha nulificado su carácter 
inalienable. La burguesfa pugna por la repfiatha- 
ción del ejido para reintegrar sus tierras a la circu- 
lación capitalista, sabedora de que en ese circuito 
ella puede intervenir con sus capitales para adqui- 
rirla y centralizarla. Conscientes de esta posibilidad, 
los gobernadores posrevolucionarios no se atreven 
a dar este paso porque inevitablemente conduciría 
a una fuertc efervescencia en el agro y a violentos 
estallamientos campesinos. 

En esta ofensiva contra el ejido se ubica la 
Ley de Fomento Agropecuario, dada a luz el 2 de 
enero de 1981.& Esta Ley es considerada por al- 
gunos analistas como una contramforma más dere- 
chista que las reformas alemanistas. El objetivo de 
la misma fue dar el marco jurfdico al Sistema Ali- 
mentario Mexicano, ambos enfocados a minar aún 
más los carcomidos cimientos del sistema ejidal y 
lo que atin queda del comunal. Cuando se conoció 
el proyecto de esta ley, se suscitaron fuertes crfti- 
cas, incluso dentro de las fuerzas prifstas, como las 

e Ecksnin, Salomón. El dido colecrivo en MeX&o, FCE. 

* Ley de Fomento Agropecuario. 
MCxto. 1978.9. 157. 

manifestadas por la “Diputación Obrera” y de or- 
ganizaciones sociales como el Parlamento Indf- 
gena.4’ 

A través de la LFA se pretende formar e im- 
pulsar las Unidades de Producción que deben ser 
el producto de la asociación de pequeAos propietu- 
rios con ejidatarios y comuneros. Con esta acción 
se legaliza y fomenta el avance del capital sobre los 
ejidos en tanto que los posesionarios simplemente 
arrendarfan sus parcelas, convirtiéndose en asalaria- 
dos encubiertos que no recibirán ni  el salario mfni- 
mo determinado para sus zonas ni, mucho menos, 
las prestaciones que deben gozar los trabajadores. 
Con esta ley se abren aún más las puertas a las 
empresas transnacionales agroalimentarias. Asimis- 
mo, se busca una mayor subordinación de los eji- 
datarios al Estado, al condicionarles la asignación 
de los recursos materiales y técnicos al cumpli- 
miento de los planes gubernamentales que serán 
dictados desde las oficinas. Este autoritarismo se 
acentúa ai delegar todo el poder de decisión en la 
SARH, la que unilateralmente determinará en tomo 
a todos los aspectos del agro. 

La realidad del reparto agrario y La 
calidad de las tierras entregadas 

La actitud del Estado Mexicano y de sus diversos 
gobiernos hacia el ejido, se refleja de manera clara 
en el reparto agrario realizado, no sólo en cuanto a 
la cantidad de lo entregado sino en relación a la ca- 

m b s  protestis del Parlamento indígena en in revista pio- 
cew 273, lo. ded ichbrede  1980;yeldocumentodelaDiputaciOn 
Obrera: “Con la asociación de cjidakios-propietulos existe el p e k o  
de revivir el latifundio”. reproducido en l a  reviataNuevn Antropolo. 
gín 17, México. mayo 1981. 
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lidad de esas tierras. Consideramos indispensable 
abordar este aspecto, así sea sucintamente. 

Obsetvando el cuadro i que ilustra el reparto 
agrario, en primer lugar destaca que io recibido real- 
mente por los ejidos es inferior a lo concedido en 
las resoluciones presidenciales. El gobierno de Láza- 
ro Cárdenas, periodo a partir del cual se cuenta con 
esta información diferenciada, ha sido el único en 
ejecutar un reparto real superior al otorgado formal- 
mente, podemos suponer que fue asf porque en 

esos años se hicieron efectivos repartos anteriores 
que sólo se habían otorgado en el papel. Los gobier- 
nos restantes realmente han entregado menos tierras 
de la que concedieron por resolución presidencial. 
En este saldo negativo destacan los gobiernos de 
López Mateos con -72.5%, Gustavo Díaz Ordaz 
-70.9%, siguiéndoles en esa importantica negativa: 
Luis Echeverría 43.4%, Miguel Alemán -35.4%, 
Ruiz Cortfnez -30.6% y Manuel Avila Camacho 
-11.8%. En total, de 1916 a 1979 se repartieron 

Cuadro 1 

Reparto agrario efectivo y aparente 

Reparto por No. de 
resolución Reparto beneficiados 
presidencial efectivo resolución Reparto 

Periodo ha. ha. presidencial efectivo 

Venustiano Carranza 19 16-1920 
Alvaro Obreg6n I92 1-1 924 ~~~ 

Plutaro Elfas Calles 1925- 1928 ~~ 

Emilio Portes Gil 1929 
Pascua1 Ortiz Rubio 1930-1932 
Abelardo Rodriguez 1933-1934 .~~ 

Lázaro Cárdenas 1935- 1 Y40 17,906,430 
Manuel Avila Camacho I941 -1 946 5,944,450 
Miguel Alemán 1947-1952 4,844,123 
Adolfo Ruiz Cortfnez 1953.1958 4,936,665 

Gustavo Díaz Ordaz 1965-1 970 14,139,469 
Luis Echeverrfa 1Y7I-1976 1 1,567,644 
José López Portillo 1977-1 979 - 

Adolfo López Mateos 1959-1964 11,361,270 

Fuente: Gustavo Esteva, la batah en el México mal. 
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38 1,926 
I ,7 15,S8 1 
3,173,149 
1,850,532 
1,492,308 
2,047,196 

20,074,704 
5,286,636 
3,129,285 
3,469,958 
3 , I  62,796 
4,120,530 
6,516,262 

753,689 

77,203 
I6 1,788 
301,587 
126,317 
117.091 

81 1,157 
157,836 
97~391 

230,888 
304,801 
246.695 
186,024 

158,039 
771,640 
1l0,712 
74,644 
55,292 

202,620 
320,000 
289,439 
133.598 
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57,174,552 hectáreas, siendo que en un periodo 
menor, de 1935 a 1976, por resolución presidencial 
supuestamente se entregaron 70,700,051 hectáreas. 
También el número de ejidatarios beneficiados re- 
fleja esta diferencia, con la excepción de los gobier- 
nos de Díaz Ordaz y de Luis Echeverrfa, en todos 
los demás, incluido el de Lázaro Cárdenas, los 
ejidatarios que recibieron tierras fueron menos que 
los reportados en las resoluciones presidenciales. 

Estos fríos datos contradicen el discurso d e  
magógico del régimen priísta que utiliza como base 
de sustentación al campesino pobre, pero cuanda' 
éste se moviliza y presiona para que le entregue la 
tierra, lo reprime y sólo parcial y formalmente le: 
responde a sus requerimientos. Por lo que respecta 
al gobierno de Lázaro Cárdenas, su reparto agrario 
fue una excepción porque enfrentó el ascenso de la 
lucha de clases generalizada -no sólo campesina-. 
y más fuerte desde la revolución que amenazaba la 
integridad del aún endeble Estado Mexicano,lo cual 
lo obligó a realizar importantes concesiones con 1,i 
fmalidad de controlar a las masas, como finalmentse 
lo logró. 

Al raquítico reparto real de tierras, hay que 
agregar la mala calidad de las mismas. Obviamente, 
esta información no es presentada en las estadísticas 
oficiales, pero puede ser deducida a partir de los 
censos agrfcolas. Si tomamos en cuentala expansión 
de las tierras ejidales y desglosamos la calidad de las 
mismas, nos podremos percatar que en este nivel 
también es engañosa la reforma agraria. Como l o  
mostramos en el cuadro ii, del total de tierras con 
que se expandió el ejido de 1950 a 1970, sólo ie1 
13.5% fueron de labor, aunque en ellas se compii- 
tan eriales inservibles que se entregan a los ejidat,a- 
nos como buenas tierras; el 23.9% no sirve absolu- 
tamente para nada; el 38.6% son pastizales que los 

Cuadro II 

Calidad de las tierras con que se expandió el ejido 
de 1 9 5 0 a  1970 

~ 

Suoerficie ha. % 

Total 21,639,080 100.0 
labor 2,926,428 13.5 
pastizales 8,344,727 38.6 
bosques 2,123,742 9.8 
incultas productivas 3,063,776 14.2 
improductivas 5,180,407 23.9 

~~ ~ 

Fnente: Td6sforo Nava VizqUy iasfonnasdetenm&dehüfna 
y a s  wmsfomncionn en dperfcdo 1950-197ü 

ejidatazios muy poco aprovechan porque no cuentan 
con los recursos para practicar la ganadería, de tal 
forma que comúnmente son utilizados por los ga- 
naderos privados; de bosques corresponde el 9.8% 
que tampoco beneficia a los ejidatarios, ya que éstos 
son explotados por las grandes compafiías madere- 
ras y fabricantes de papel y ,  finalmente, el 14.2% es 
de tierras incultas productivas que sólo proporcio- 
nan lo que la naturaleza entrega espontáneamente: 
raíz de zacatón, candeiilia, ixtle de zacatón, etc. 

En 1970, los ejidatarios contaban con el43.4% 
del total de la superficie censada y casi con el 50% de 
la superficie de labor," sin embargo, aparte de ser 
tierras de mala calidad, no tienen los recursos sufi- 
cientes para explotarlas. Aunque las relaciones de 
producción capitalista están penetrando acelerada- 

4ü Nava Váequsz Tdésforo, Las ~MMJ de tenrncb de h tie 
rra y sus Rnnsfomacbnes en d pcriodo 195&1970 -este documen- 
to es parte de una investigación más ampiin, cuyos primeros rewailti- 
dos han sido entregados a CONACYT. cuadros 4 Y 5. 
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mente ai ejido, obviamente la propiedad privada, y 
particularmente la gran propiedad, controla la ma- 
yor parte del capital y gastos invertidos en el agro: 
el capital sin tierra ni ganado, se distribuye en 17.7% 
para los ejidatarios y 82.3% para la propiedad pri- 
vada; los sueldos y salarios fueron34.3%y65.7%res- 
pectivamente y los gastos en tecnología el 33.7% Y 
65.7 % para cada uno de los sectores señalados. A 
pesar de que los ejidatarios cuentan con casi el 50% 
de tierras de labor, como no tienen los recursos 
para explotarlas adecuadamente, muchos de ellos 
terminan entregándolas en arriendo a la burguesía 
agraria, como veremos más adelante. 

Así como la reforma agraria instrumentada 
por los rcgtmenes posrevolucionarios. a largo pla- 
zo no le resolvió el problema agrario a la burguesía, 
en tanto fa forma ejidal traba el libre desarrollo del 
capital en el agro, tampoco para el campesinado 
pobre fue solución. Por lo mismo, la burguesía pug- 
na por la liquidación del ejido, como punto de parti- 
da para resolver su problema. Por su parte, el cam- 
pesino pobre en la lucha por la Tierra enfrenta el 
poder de los terratenientes y del estado burgués en 
el quc &tos sc sustentan. io cual io lleva a tomar 
conciencia de que la respuesta favorable a su pro- 
blema pasa por la liquidación de los terratenientes 
y del estado que los sostiene. 

La forma de propiedad ejidal vista. Con el reparto agrario, lo que de hecho se 
estructuró fue la propiedad parcelaria de la tierra, 
bajo el marca jurídico de la inaiienabilidad con el 
fin de impedir que los ejidatanos fuesen expropiados 
nuevamente; este rasgo jurídico hace que el ejidata- 
rio, a diferencia del campesino parcelario clásico, 
no sea propietario pleno de su parcela. Jurídicamen- 
te, según podemos leer en la Ley Federal de Refor- 

Sobre el carácter real de la forma de posesión ejidal, 
hemos venido hablando a lo largo del texto, empe- 
ro, creemos necesario sintetizar nuestro punto de 

Q) Ihid.. cuadro 1. 
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ma Agraria:’ el propietario de la tierra ejidal es el 
núcleo poblacional (Art. 5 1) ;  éste puede ceder indi- 
vidualmente la posesión de las parcelas susceptibles 
de cultivo; de tal manera, los ejidatarios no tienen 
derecho a enajenar bajo ninguna forma la parcela, 
ni arrendarla, y todo contrato realizado en este senti- 
do, de antemano es declarado inexistente (Art. 750.) 

En la realidad de los hechos cotidianos, las 
parcelas ejidales únicamente conservan la inaliena- 
bilidad en tanto que no pueden venderse de manera 
legal. Fuera de esta restricción jurídica, los ejidata- 
rios proceden como propietarios privados al rentar 
las tierras, contratar trabajo asalariado cuando ne- 
cesitan y pueden hacerlo; subordinarse (asociarse) 
a las empresas agroindustriales que les dictan qué 
cultivar y cómo hacerlo; empeñar las parcelas a los 
terratenientes y caciques; vender, en el caso de los 
distritos de riego, su derecho de agua para riego; e 
incluso en las áreas ejidales cercanas a las ciudades, 
los ejidatarios venden sus parcelas, pero como no 
pueden proporcionar documentos debidamente le- 
galizados -lo cual sabe el comprador- únicamente 
endosan sus papeles de posesionhios. Todos estoci 
mecanismos antiejidos, han sido legalizados con la 
Ley de Fomento Agropecuario. 

La privatización de las tierras ejidales cercanas 
a las áreas urbanas, es fomentada por las grandes in- 
mobiliarias y demás traficantes del suelo, quienes 
a precios irrisorios las compran a sus poseedores 
para después revenderlas a precios elevados bajo la 
forma de lotes en fraccionamientos para asentamien- 
tos humanos o para la edificación de industrias. Est,a 
práctica ilegal es apoyada por el Estado que se en- 
carga de expropiar esas posesiones yvenderlas como 
propiedad privada. Para ejecutar esta acción, el Es- 

50 Ley Federol de Reforma Agrmia, Editmid Porrúa. S.A. 

tado se basa en el Artículo 27 Constitucional, en el 
que se establece que “la prypiedad de las tierras /. . ./ 
corresponde originalmente a la nación”. Así por 
ejemplo, de los 82 ejidos que existían en el Distrito 
Federal 42 han desaparecido “devorados por el as- 
falto y las construcciones y los restantes están ya 
ocupados en un 60% de su ~uperficie”.~’ 

También la explotación petrolera ha sido una 
forma de liquidación del ejido, cuyas extensiones 
son expropiadas por el Estado que se compromete 
a indemnizar a los ejidatarios. En los años del boom 
petrolero, esto causó grandes protestas de campesi- 
nos que bloquearon carreteras exigiendo que míni- 
mamente se les cumpliera con la indemnización. 
Para legalizar esta liquidación del ejido, el gobier- 
no de López Portillo reformó los artículos 70. y 
100. de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Cons- 
titucional en el Ramo del Petróleo.52 

Penetraci6n de las relaciones sociales de 
producción capitalista en el ejido 

El marco jurídico que prescribe totalmente la ena- 
jenación de las tierras ejidales, en la realidad no ha 
asegurado que las mismas se mantengan bajo la ex- 
plotación y usufructo de los ejidatarios. Esto no ha 

51 Pradüia Cobs Emilio. “El crecimiento urbano devora l a  
tiena agrícola”, en Uno mds Uno, 20 de julio de 1984. Este tema es 
ampliamente tratado por Jorge Durand. Lo ciudad invade al ejido, 
ediciones de la Casa Chata, México, 1983. 

52 Esta reforma esta reproducida en Mendieta y NGiiez Lucio, 
op. cit., el articulo 100. sintetiza esta agresión a los cjidas: “la in- 
&sMa petrolera es de utilidad pública prioritaria sobre cualquier 
aprovechamiento de la superkie y del mbsuelo de los tenenos, 
incluso sobre la tenencia de los ejidos o comunidades y procederá l a  
ocupación provisional, l a  defmitiva o la expropiación de los mhos. 
mediante la indemnización legal, en todos los cams en que los re- 
quieran la Nación o su industria petrolera. 
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sido posible debido a que las relaciones sociales de 
producción capitalista ai ser dominantes en la for- 
mación social mexicana, se han extendido a todos 
los rincones de la producción, sea industrial o agrí- 
cola. Esta es una ley tendencial del desarrollo capi- 
talista, presente en todos los paises donde ha pre- 
dominado dicho sistema. La historia económica 
muestra que no ha habido un valladar, inexpugna- 
ble, sea jurídico o de relaciones de producción, que 
finalmente pudiera contener el dominio pleno de 
dichas relaciones Capitalistas, lo más que se ha 
podido hacer es retrasarlo, pero jamás evitarlo. 
México no podía ser una excepción a esta regla por 
demás comprobada. 

El desenvolvimiento de las relaciones capitalis- 
tas implica la expropiación de los pequeños produc- 
tores, quienes al ser desposefdos de sus medios de 
producción no les queda otro recurso que proletari- 
zarse, porque para vivir deben vender su fuerza de 
trabajo. Igualmente, el avance de estas rclaciones, 
no está por demás recordarlo, no se da de manera 
lineal, sino que transita por caminos sinuosos a tra- 
vés de los cuales instrumenta mecanismos para sub- 
sumir formas de producción pretéritas, haciéndolo 
tanto en la producci6n como en la circulación, o 
sea en el mercado. Las relaciones capitalistas no  pe- 
netran al ejido de manera pura y homogénea, sino 
de forma muy desigual y a veces apenas disfrazadas. 
Esto se ve claramente en los resultados de diversos 
estudios de casos. Las siguientes páginas están de- 
dicadas a mostrar el avance de las relaciones socia- 
les de producción capitalista en los ejidos. 

a. Concentración de las parcelas e j iaes  en 
manos privadas a travpS del arrenctamiento. La bur- 
guesfa agraria ai no poder concentrar la tierra ejidal 
por la vía directa de la apropiación privada, ha recu- 
rrido al subterfugio del arrendamiento de las parce- 
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las, logrando así la constitución de grandes unidades 
de producción explotadas de manera centralizada; 
práctica desarrollada con la evidente complacencia 
de las autoridades. El arrendamiento de tierras eji- 
dales, no se refleja en los censos agrarios, así que su 
existencia ha podido comprobarse a partir de estu- 
dios de campo que demuestran lo que los campesi- 
nos tanto han denunciado políticamente. Esta 
costumbre está ampliamente extendida tanto en los 
distritos de riego como en tierras de temporal.53 
Por este mecanismo, las relaciones capitalistas pe- 
netran la posesión ejidal. 

b. La proletarización de los ejidatarios. Los 
ejidatanos que rentan sus parcelas, para subsistir se 
contratan como asalariados que laborarán ya sea en 
sus antiguas posesiones o en el lugar que requieran 
de su fuerza de trabajo, aunque para esto tengan 
que migrar a las ciudades en las que trabajarán en 
la industria de la construcción, en los servicios o 
en otras actividades económicas. Incluso los ejida- 
tanos que conse.rvan sus parcelas, en buena parte se 
ven precisados a alquilarse como asalariados para 
obtener lo necesario para su subsistencia. A través 
de estas diversas formas de proletarización de los 
ejidatarioc, también en las relaciones de producción 
capitalista invaden el ejido. 

En un estudio realizado por Francisco Lerdo,s4 
que tiene como fuente de información el censo 
ejidal de 1970, se muestra que el 75% de los ejida- 

53 Reyes Osorio Sergia. er ai., Esmemra osrorio y desmrollo 
qgricolo en Mexico, FCE, México 1974; Eckstein Salomón, op. cir.; 
Giantz Susana, El Ejido coiecm>o de Nueva Italia, SEP-INAH. Mexi- 
co 1974. 

54 Lerdo Francisco, Acera de lo diferenciaei6n 8ocial en los 
didos Y comunidades agrarios, en Cuadernos del CIES. serie investi- 
gación, No. 3. Facultad de Economía. UNAM, México 1979; Tam- 
bien aporta interesante información el übro de Luisa Par€, Elprdc-  
t d d o  ogrieolo en Mérko, Sigla XXI, Méxlco 1974. 
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tarios trabajan como asalariados, a quienes el autor 
denomina proletarios con tierras. Sobre esta reali- 
dad, hay quienes argumentan que no se trata de 
proletarios, sino de campesinos que simplemente 
complementan su ingreso, lo cual refuerzan con el 
argumento de que éstos poseen tierras. Sin embar- 
go, es pertinente recordar que en determinados paf- 
ses, el capitalismo se desarrolla en el agro asegurando 
una parcela a los proletarios agrfcolas con la finali- 
dad de que complementen su salario ya que por los 
ciclos naturales no hay una explotación agrfcola 
permanente y por lo mismo no se asalaria durante 
todo el año a los proletarios, de tal forma que las 
temporadas en que no perciben salario, obtienen su 
sustento de lo cultivado en sus parcelas, lo cual es 
un mecanismo que favorece al capitalista agrario y& 
que le asegura trabajadores cuando los requiere sin 
necesidad de comprometerse a contratarlos ininte- 
rrumpidamente, como sucede en la industria. El 
ejido ha cumplido con esta función, de ser comple- 
mento del salario, aunque el actual desarrollo capi. 
talista en el agro más bien pretende concentrar en 
manos de la burguesía agraria las tierras ejidales. 

Este desarrollo capitalista en el agro, que im- 
plica proletanos con Tierra, ya lo analizaba Leniri 
para el caso de Rusia, señalando “que en nuestra 
bibliografía se interpreta a menudo con excesiva ri- 
gidez la tesis teórica de que el capitalismo requiere 
un obrero libre, sin tierras. Esto es perfectamente 
cierto como tendencia fundamental, pero el capita- 
lismo penetra en la agricultura con especial lentitud 
y en formas extraordinariamente diversas. La asig- 
nación de tierra al obrero del campo se efecNa 
muy a menudo en interés de los mismos proletarios 
rurales, y por eso el tipo de obrero rural con ‘nadiel’ 
es propio de los paises capitalistas. En los distintos 
estados adquiere formas diversas 1. . ./ Cada uno de 

ellos ostenta las huellas de un sistema agrario pecu- 
liar, de una historia peculiar de relaciones agrarias, 
pero eso no es obstáculo para que el economista los 
incluya en un sólo tipo de proletario agrícola. La 
bare jurídica de su derecho al trozo de tierra es del 
todo indiferente para esa calificación. Bien le perte- 
nezca la tierra en plena propiedad (como el campe- 
sino con parcela) bien se le dé Únicamente en usu- 
fructuo 1. . .I, bien por último, la posea como 
miembro de la comunidad campesina gran rusa, la 
cuestión no cambia lo más mínimo”. Y a continua- 
ción agrega: “AI incluir a los campesinos pobres 
entre el proletariado rural no decimos nada nuevo. 
Esa expresión se ha utilizado ya por muchos escri- 
tores, y sólo los economistas del populismo hablan 
con tenacidad del carhpesinado en general, como 
de algo anticapitalista, cerrando los ojos al hecho de 
que la mayorfa de los ‘campesinos’ han ocupado ya 
un lugar del todo determinado en el sistema general 
de la producción capitalista, precisamente el lugar 
de obreros asalariados agrfcolas e indu~triales.”~ 

c. El avance de la producción capitalista en los 
ejidos. Entre los ejidatarios que aún conservan sus 
tierras y las cultivan, también se puede destacarque 
avanzan las relaciones de producción capitalista. 
Juridicamen te los ejidatarios deben trabajar sus 
parcelas con su fuerza de trabajo y la de su familia; 
tienen prohibida, saivo contadas excepciones, la 
contrataci6n de trabajo asalariado. Sin embargo, 
esta limitante es una formalidad porque quienes lo 
requieren lo ocupan sin importar la legislación exis- 
tente, En los censos agrícolas esto se puede detec- 
tar observando el número de asalariados (eventuales 
y permanentes) ocupados por los ejidatarios: en 

55 Lenln, N., “El derumUo del cnpitnlimio en Rusia’’, en 
Obras Complem, T3. Mal. Madrid 1915. pp. 186-187. 
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1950 fueron 517,826; 674,995 en 1960 y en 1970 
1.399,502. En dos décadas el trabajo asalariado uti- 
lizado en los ejidos se. increment6 270.3%.56 

El desarrollo de las relaciones sociales de pro- 
ducción capitalista en los ejidos, también se mani- 
fiesta en el incremento de su gasto en tecnología: 
según la información con que se cuenta, en 1960 
en este rubro se gastaron 195.6 millones de pesos 
(corrientes) y 1.180 en 1970. Lo mismo podemos 
destacar si tomamos en cuenta el aumento del nú- 
mero de maquinaria en poder de este sector: así 
tenemos que en 1950 eran propietarios de 3,618 
tractores; de 11.036 en 1960 y en 1970 de 26,946. 
De sembradoras (para tractor y para tiro de anima- 
les) en los mismos años pasó de 27,428 a 32,156 y 
59,737. Y finalmente, de cultivadoras (para tractor 
y para tiro de animales) eran propietarios de 91,009 
en 1950; y de 105,743 en 1960 y de 170,066 en 
1970. Los tractores en propiedad de los ejidatarios 
se incrementaron 744.8%; las sembradoras 217.8 y 
las cultivadoras 186.9.57 Esta mayor mecanización 
de la explotación ejidal relacionada con el aumento 
en el uso de trabajo asalariado y con el hecho de 
que cada vez más su producción se destina al mer- 
cado, lo único que muestran es la creciente pcne- 
tración de las relaciones capitalistas en el ejido, 

Carácter de la producción ejidal 

El acelerado desarrollo de las relaciones de produc- 
ción capitalista en los ejidos, en general tiene a éstos 
al borde de un colapso, que no se consuma por la 
inalienabilidad de la tenencia de la tierra; figura ju- 
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rídica que se ha tomado en una traba objetiva al 
desarrollo del capital y por lo mismo el campesino 
pobre. ni en los periodos de auge ha logrado prole- 
tarizarse totalmente. Estos cjidatarios que son se- 
mi proletarios o proletarios con tierras, principal- 
mente aquellos que aun con su trabajo y el de su 
familia trabajan la parcela, no creemos que desarro- 
llen una forma de producción mercantil simple, 
porque una  condición básica de ella es que el pro- 
ductor directo debe ser independiente, como posee- 
dor de sus medios de producción y por su libertad 
para determinar lo que produce sin que se lo dicten 
presiones externas. Fundamentalmente una forma 
de producción se define a partir de las relaciones 
sociales de producción que en su seno dominan y 
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no por las relaciones mercantiles, éstas pueden inci- 
dir y por lo mismo coadyuvan a precisar sobre una 
caracterización pero no son lopredominante. Como 
hemos anotado más atrás, consideramos que el eji- 
do es una forma de economía parcelariaS8 pero en 
proceso de desmoronamiento debido a que la intro- 
ducción de las relaciones capitalistas de producción 
ha reducido cuantitativa y cuaiitativamente la im- 
portancia de ella. Por lo mismo, aunque para el 
productor la parcela es su principal instrumento de 
trabajo no es su fundamental fuente de empleo ni. 
le garantiza los bienes que necesita para subsistir, a 
pesar de que lo esencial de su producción la destine 
para su subsistencia; paulatinamente esta forma de 
explotación agrfcola ha agotado el suelo y su pro- 
ducción es incapaz de competir con la producción 
capitalista que lo hace en una escala superior. No 
obstante, el ejidatano -como Marx lo decía con 
respecto al campesino parcelario- “Mientras el pre- 
cio del producto cubra su salario, cultivará su cam- 
po, y ello inclusive y a menudo hasta llegar a un 
mfnimo ffsico del salario”.59 

Por otra parte, una buena cantidad de los ejii- 
datarios que todavía trabajan directamente su par- 
cela, no actúa libremente para decidir qué producir. 
Si son sujetos de crédito para Banrural, es a cambio 

de que produzcan lo que sus técnicos les indican. 
Esto se da de manera aún más tajante para los eji- 
dos colectivos subordinados por un control más di- 
recto a dicho banco o en el caso de los cañeros que 
están comprometidos a producir Únicamente caila 
para el ingenio, en tomo al cual se encuentran sus 
tierras. Otros ejidatarios comprometen su produc- 
ción, incluso desde antes de iniciarla, con empaca- 
doras o procesadoras de alimentos, de quienes reci- 
ben créditos e insumos mejorados a cambio de 
producir y venderles lo que ellas les indican, su- 
bordinándose así al capital industrial y/o comer- 
cial. 

Finalmente, a los ejidatarios que no son subor- 
dinados a través de estos mecanismos, la ley del 
valor se les impone via el mercado, integrándolos 
así al modo de producción capitalista y haciéndoles 
sentir el rigor de sus leyes. Aun el mismo ejidatano 
que destina la producción para su sustento, tiene 
que concurrir al mercado para intercambiar su pro- 
ducción por los valores de uso que requiere para 
existir. Según el V Censo Ejidal levantado en 1970, 
el 86.5% de la producción agrfcola ejidal se comer- 
cializaba y de la agropecuaria el 90.98, lo cual 
muestra la supeditación de dicha producción al 
mercado capitalista. % 

58 Una explicación detaüada sobre la propiedad parcelaria. en 
Marx  Karl. El capital, Tomo Iil/Voi. 8, Siglo XXI; México 1981. 59 lbid., p. 1025 
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